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COMENTARIOS DE SENTENCIAS
CONSTITUCIONALES DE LA ADMINISTRACION
AUTONOMICA

por
Angel Diez Roncal

EL DERECHO DE REPRESENTACION COLECTIVA
DE LOS FUNCIONARIOS PUBLICOS

(Comentario a la STC 165/1986, de 18 de diciembre,
sobre personal de la Diputacién Regional de Cantabria)

La reciente sentencia del Tribunal Constitucional, cuyo conteni-
do doctrinal expondremos a continuacién, intentando una visién
sistematizada del mismo, se produce sobre la materia de Funcién
Publica en el capitulo de los derechos funcionariales que pudiéra-
mos, convencionalmente, calificar de derechos sindicales. La opor-
tunidad de su estudio se subraya especialmente al producirse la pu-
blicacién de esta sentencia cuando acaba de iniciar su peregrinaje
parlamentario el Proyecto de Ley de Organos de representacién, de-
terminacién de las condiciones de trabajo y participacién del per-
sonal al servicio de las Administraciones Publicas, enviado por el
Gobierno al Congreso de los Diputados en el mes de diciembre.

Por otra parte, constituye un fallo constitucional en esta mate-
ria de Funcién Publica que viene a engrosar la no muy amplia, y
quiz4 no siempre acertada, doctrina del mas Alto Tribunal del Es-
tado en tal materia; doctrina que cerrara su primer ciclo cuando el
Tribunal se pronuncie, por fin, en los recursos que penden ante él
sobre la Ley de Medidas 30/1984 y sobre la Ley de Incompatibili-
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dades 53/1984, los dos pilares de la reforma socialista de la Fun-
cién Publica.

EL SUPUESTO DE HECHO

El conflicto de competencia se plantea, a instancia del Gobierno
de la Nacién, con ocasién del Decreto 37/1983, modificado por el
50/1983, ambos de la Comunidad Auténoma de Cantabria, que re-
gula el ejercicio del derecho de representacién colectiva del perso-
nal funcionario y contratado administrativo de la Diputacién Re-
gional de Cantabria.

La justificacién para la promulgacién de este Decreto se articula
por el Consejo de la Comunidad diciendo: a) que es necesario ho-
mogeneizar la situacién de los funcionarios publicos con la de los
trabajadores en régimen laboral; b) que falta la regulacién estatal
del derecho de sindicacién de los funcionarios, pues no se ha des-
arrollado el Real Decreto 1522/1977, que contiene normas sobre el
ejercicio por los funcionarios de aquel derecho de sindicacién.

El contenido del Decreto que se promulga, «con caracter de pro-
visionalidad», por el Consejo de Gobierno de la Comunidad Auté-
noma se limita a regular el ejercicio del derecho de representacién
colectiva de los funcionarios a través de un 6rgano —el Comité de
Personal—, determindndose el régimen de su composicién, eleccién,
duracién del mandato, garantias y facultades de sus miembros, ca-
pacidad, competencias y procedimiento laboral. No se desarrolla,
seglin resalta la sentencia, el derecho de asociacién sindical en su
conjunto, pero si un «aspecto esencial del mismo»; nos encontra-
mos, pues, ante una regulacién de caricter organizativo.

Las razones por las que el Gobierno de la Nacién requiere de
incompetencia al Consejo de Gobierno de la Comunidad Auténoma
de Cantabria, primero, y formula, después, el planteamiento del con-
flicto de competencia, encuentran su apoyo fundamental en los ar-
ticulos 28, 1; 53, 1; 81, 1; 103, 3; 149, 1, 1, y 149, 1, 18, de la Consti-
tucién (cuya sola cita es expresiva de la teoria juridica que sostiene
la demanda gubernamental) y, ademas, en el entendimiento de que,
con arreglo a la doctrina de los pronunciamientos del propio Tri-
bunal Constitucional sobre la materia, que es al legislador estatal
a quien compete regular el ejercicio del derecho de sindicacién de
los funcionarios puiblicos.

Ya hemos recogido en la resefia precedente de la sentencia que
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comentamos que el fallo de la misma resulté adverso a las preten-
siones del Gobierno de la Nacién, al entender el Tribunal que el
Decreto cuestionado no invade las competencias estatales en la ma-
teria. Lo que ahora nos interesa es estudiar el itinerario argumental
recorrido por la sentencia para llegar a esa conclusién que, en prin-
cipio, nos parece acertada.

SINDICACION Y REPRESENTACION COLECTIVA

La sentencia (3) comienza por aclarar que aunque las partes pa-
recen plantear la discusién sobre la distincién entre el ambito sin-
dical y la representacién colectiva, en definitiva, lo que se esta dis-
cutiendo es el alcance de la competencia de las Comunidades Auté-
nomas en materia de Funcién Publica; es decir, la interpretacién
del famoso 149, 1, 18. Esta aclaracién previa le da base al Tribunal
para reiterar, de entrada, la diferencia que existe entre el derecho
de sindicacién y la representacién colectiva.

El razonamiento de la sentencia explica (3) que existe conexién
entre ambos (a este propdsito recuerda la sentencia que en nuestro
sistema la representatividad sindical se mide por el criterio de la
audiencia de las candidaturas sindicales en las elecciones a 6rganos
de representacién); pero hay que tener en cuenta, segin la misma,
que: 1) ha de distinguirse, con la Constitucién y con la propia doc-
trina constitucional, entre derecho de sindicacién y derecho de re-
presentacion colectiva o de participacién en la determinacién de las
condiciones de trabajo; 2) la regulacién del derecho de sindicacién
viene atribuida exclusivamente al Estado (28, 1, y 81, 1); y 3) la re-
gulacién de los érganos de representacién de los funcionarios en
las Administraciones Publicas «no constituye desarrollo legislativo
de la libertad sindical y no puede incardinarse en la materia derecho
de sindicacién».

La siguiente afirmacién de la sentencia (3), a saber, que la par-
ticipacién de los funcionarios en la fijacién de sus condiciones de
trabajo a través de los 6rganos de representacién se integra en el
régimen estatutario de los mismos, ha de tratarse sistematicamente
en el siguiente apartado.
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REGIMEN ESTATUTARIO DE LOS FUNCIONARIOS
Y DERECHO DE PARTICIPACION

En relacién con la anterior afirmacién del Tribunal Constitucio-
nal las tesis de los contendientes en el conflicto de competencia son,
naturalmente, encontradas.

Para el Gobierno de la Nacién, el derecho de representacién co-
lectiva de los funcionarios forma parte de las bases en materia de
condiciones de empleo de los funcionarios publicos, y la falta de
regulacién estatal en esta materia no puede colmarse acudiendo a
la normativa preconstitucional (4). Mientras que, para el Consejo
de Cantabria (5), si existen normas estatales reguladoras de tal ma-
teria (citando al respecto el articulo 5.° del Real Decreto 1522/1977
y la Resolucién de la Direccién General de Administracién Local de
29 de enero de 1981), afiadiendo, ademas, que el Decreto cuestionado
no interfiere en la libertad sindical ni afecta al régimen estatutario
de los funcionarios publicos (6).

Para el Tribunal Constitucional (6) la representacién colectiva o
la participacién «supone la regulacién sustantiva de un derecho es-
tatutario de los funcionarios», y, mas concretamente, esta regula-
cién ha de incardinarse dentro del régimen estatutario de los mis-
mos. Lo que no hace, claramente, el Tribunal Constitucional es ca-
lificar de basica esta materia, porque, como luego veremos, lo que
no se reconoce a la Comunidad Auténoma de Cantabria, dado su
nivel autonémico al haber accedido a la autonomia por la via del
articulo 143, es la competencia legislativa de desarrollo prevista en
el articulo 149, 1, 18.

En este punto es conveniente recordar el texto de la Disposicién
final del Proyecto de Ley de Organos de representacién, ya citado,
cuando dice que las normas de la presente Ley se consideraran ba-
ses del régimen estatutario de los funcionarios publicos, dictadas al
amparo del articulo 149, 1, 18, de la Constitucién.

FUNCION PUBLICA: ORGANIZACION DE LA BUROCRACIA
Y REGULACION DE LA RELACION DE SERVICIO

Dentro de la Funcién Publica conviene, segin la sentencia (6),
distinguir un doble aspecto: la organizacién de la burocracia y la
regulacién de la relacién de servicio.
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La organizacién de la burocracia, como materia organizativa que
es, lleva al Tribunal a plantearse la cuestién del alcance de la po-
testad de autoorganizacion. Las afirmaciones de la sentencia a este
respecto son importantes.

En primer lugar, se establece que la competencia autonémica en
materia de organizacién de las instituciones de autogobierno no pue-
de tener otro alcance mayor que el que deriva de la Constitucién y
del Estatuto; es decir, tal competencia ha de entenderse referida a
la organizacién de la Asamblea Regional, el Consejo de Gobierno y
la Presidencia; si bien, afiade, «aun cuando las instituciones de auto-
gobierno sean primordialmente las que el Estado crea y la Consti-
tucién garantiza, la Comunidad Auténoma puede crear otras en la
medida en que lo juzgue necesario para su autogobierno».

Hay que sefialar en este extremo que la doctrina constitucional
sobre el sentido de la expresién instituciones de autogobierno, se-
gun la cual, en la competencia autonémica reconocida ex constitu-
tione para regular las mismas, no se comprende la potestad de crear
y organizar la propia estructura administrativa autonémica, ha me-
recido algunos reparos por parte de algun sector de estudiosos del
Derecho de Autonomias (PAREJO ALFONSO y MuUN0OzZ MACHADO).

En segundo lugar, precisa la sentencia (6), la potestad de auto-
organizacién no puede extenderse hasta abarcar, ademas de la or-
ganizacién de la respectiva Administracién Publica, el régimen es-
tatutario de sus funciones. O sea, aunque el Estatuto de Cantabria
—articulo 35— atribuya a la Comunidad Auténoma la creacién y
estructuracién de su propia Administracién Publica, dentro de los
principios generales y normas basicas del Estado, de ello no cabe
deducir que la Comunidad tenga competencia para regular la rela-
cién de servicio y el régimen estatutario de sus funcionarios. Bien
es verdad que la sentencia reconoce que si puede la Comunidad Au-
ténoma de Cantabria «conformar libremente la estructura organica
de su aparato administrativo e incluso dictar normas que afecten a
la relacién organica que liga a los funcionarios publicos con el ci-
tado aparato, con las consiguientes potestades de direccién o je-
rarquia».

En tercer lugar, reconoce el Tribunal una cierta vinculacién en-
tre la materia organizativa y la regulacién de la relacién de servi-
cios y régimen estatutario, «pues aun cuando esta materia esté
vinculada a la estructura de la Administracién autonémica, posee
una naturaleza claramente diferenciable de las cuestiones estricta-
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mente organizativas». Mas adelante, reiterando la reciproca inciden-
cia de ambas regulaciones, la sentencia (7) afirma que las normas
estatales sobre el régimen estatutario de los funcionarios «pueden
desconocer las caracteristicas propias de la organizacién administra-
tiva autondémica y, por lo tanto, no adaptarse con la suficiente efi-
cacia y precisién a ellas». Afiadiendo que, en este sentido, no puede
olvidarse la relativa incidencia que la diversidad de regimenes or-
ganizativos de las Administraciones Publicas tiene sobre las rela-
ciones de éstas con el personal a su servicio.

La doctrina constitucional que acabamos de resumir en los apar-
tados anteriores tiene cabal reflejo en el Proyecto de Ley de Or-
ganos de representacion, reiteradamente citado, y cumple aqui sub-
rayarlo, por lo que un eventual achaque de inconstitucionalidad del
referido Proyecto en este punto estaria condenado al fracaso. En
efecto, el articulo 34, 1, del Proyecto de Ley excluye, entre otras, de
materia de consulta o negociacion a «las decisiones de las Adminis-
traciones Publicas que afecten a sus potestades de organizacién»
(con lo que se recoge la diferenciacién entre materia organizativa
y materia de relacién de servicio), y, ademas, el mismo Proyecto de
Ley dispone —art. 34, 2— que cuando aquellas decisiones «puedan
tener repercusion sobre las condiciones de trabajo de los funciona-
rios publicos procedera la consulta a las Organizaciones sindicales
y Sindicatos» (con lo que se viene a reconocer la posible incidencia
del campo organizativo en el de la relacién funcionarial de servicio).

COMPETENCIAS DE UNA COMUNIDAD AUTONOMA DE LA ViA
DEL ARTICULO 143 EN MATERIA DE FUNCION PUBLICA

La tesis del Gobierno de la Nacién —que finalmente resulta asu-
mida por la sentencia— es, en este punto, que la Comunidad de Can-
tabria, al haber accedido a la autonomia por la via del articulo 143,
no puede ampliar sus competencias asumiendo las comprendidas en
el articulo 149 de la Constitucién y, por tanto, carece de la compe-
tencia legislativa de desarrollo prevista en el articulo 149, 1, 18; en
consecuencia, sus competencias en materia de Funcién Puablica no
trascienden del plano ejecutivo (4).

La sentencia (6) concluye que ello <hace que no aparezca en su
Estatuto, como ocurre en otras Comunidades de mayor nivel auto-
némico, un titulo especifico en materia de Funcién Padblica, deri-
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vado del articulo 149, 1, 18, de la Norma fundamental». Sin embar-
go, sigue diciendo, ello no significa que la Comunidad carezca por
completo de competencias en esta materia.

¢Cudles? Pues las que antes hemos visto se derivan de la potes-
tad de autoorganizacién en cuanto afecta a la Funcién Publica.

¢En qué consisten las facultades de la Comunidad Auténoma en
materia de Funcién Puablica? Segiin la sentencia (6), «sélo posee
competencia de ejecucién de la normativa estatal»; es decir, la de
aplicar esa normativa estatal a los propios funcionarios de la Co-
munidad Auténoma. En las mismas palabras de la sentencia (6):

«Ante todo, tiene competencias de ejecucién de las normas apro-
badas por el Estado en lo que concierne al personal al servicio de
la Administracién autonémica, incluidos los funcionarios transferi-
dos, dado que, como resulta expresamente de lo dispuesto en el ar-
ticulo 25, 3, de la Ley del Proceso Autonémico, su relacién orgénica
y la funcional o de servicios se establecen con dicha Administra-
cién y no con la del Estado. A esos funcionarios y personal contra-
tado le son aplicables, de acuerdo con la Disposicién Transitoria no-
vena, tres, del Estatuto de Cantabria, las disposiciones del Estado
y demdas Administraciones Publicas relativas a su régimen juridico,
y no cabe duda de que la aplicacién de las mismas corresponde a la
Comunidad Auténoma en la que sirvenn».

Pero como las competencias de ejecucién, o aplicacién, de las
normas estatales llevan implicita, segin el articulo 32, 3, del Esta-
tuto cantabro, la correspondiente potestad reglamentaria para la
organizacién interna de los servicios, y —sigue razonando la senten-
cia— como una aplicacién de tales normas estatales (aplicacién sim-
plemente mecanica, en feliz expresién del Tribunal), podria desco-
nocer las peculiaridades de la organizacién administrativa de la Co-
munidad, lo que si podra hacer esta Comunidad es adaptar de algin
modo las normas estatales sustantivas del régimen de los funciona-
rios (en este caso, las relativas al ejercicio del derecho de represen-
tacién) a las peculiaridades de su propia organizacién. Considera-
mos oportuno reproducir literalmente este pasaje de la senten-
cia (7) por su doctrina sobre el régimen de los funcionarios, que
deja a salvo, en todo caso, la potestad de autoorganizacién:

«De ello se deduce que la Comunidad Auténoma, si bien no pue-
de en ningin caso modificar o desarrollar las normas del Estado
sobre el régimen estatutario de los funcionarios publicos en lo que
ataiie al régimen sustantivo de las relaciones juridicas funcionaria-
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les, si puede en cambio utilizar instrumentos normativos propios
para hacer posible el ejercicio de los derechos y obligaciones, debe-
res y facultades y, en general, de las situaciones juridicas que aquel
régimen sustantivo contempla, dentro de la estructura organizativa
de su Administracién. De otro modo, en efecto, podria suceder que
la ejecucién de la normativa estatal sélo pudiera llevarse a cabo
con el sacrificio de la propia competencia de autoorganizacién».

Finalmente, aplicando la doctrina que acabamos de transcribir

al supuesto concreto del conflicto, la sentencia concluye (8):

<La Diputacién Regional puede, en consecuencia, en cuanto que
Comunidad Auténoma uniprovincial, aplicar dicha Resolucién (la
de 29 de enero de 1981, citada) teniendo en cuenta sus peculiarida-
des organizativas mediante la correspondiente reglamentacién inter-
na, respetando el régimen sustantivo del derecho de representacxén
colectiva establecido por el Estado».

En resumen, la doctrina esencial establecida por la sentencia pue-

de condensarse en las siguientes proposiciones:

— El derecho de sindicacién y el de representacién colectiva,

pese a su conexién, son distintos y no puede considerarse el
segundo un aspecto esencial del primero.

En materia de Funcién Publica hay que destacar un doble as-
pecto: la organizacién de la burocracia de las Administra-
ciones Prblicas y la regulacion de la relacién de servicio, con-
tenido indiscutible esta ultima del régimen estatutario de los
funcionarios.

La representacién colectiva o la participacién de los funcio-
narios en la determinacién de sus condiciones de trabajo su-
pone la regulacién sustantiva de un derecho estatutario de
los mismos.

La potestad de autoorganizacién de las Administraciones Pu-
blicas no puede extenderse hasta abarcar, ademas de la orga-
nizaciéon de la respectiva Administracién, el régimen estatu
tario de los funcionarios.

La relacién de servicio y el régimen estatutario de los fun-
cionarios poseen una naturaleza claramente diferenciable de
las cuestiones organizativas, si bien el régimen organizativo
tiene una relativa incidencia sobre las relaciones de las Admi-
nistraciones Publicas con el personal a su servicio.
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— Las normas estatales que regulan el ejercicio del derecho de
representacién colectiva de los funcionarios pueden ser apli-
cadas por las Comunidades Auténomas, adaptandolas a las.
caracteristicas de su especifica organizacién administrativa,
sin alterar el régimen sustantivo de aquel derecho, lo cual no
supone invasién de las competencias estatales en materia de
régimen estatutario de los funcionarios.
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